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RESUMEN EJECUTIVO

Las tasas de pobreza infantil en España son muy superiores a las de la pobla-
ción general. La pobreza de los menores implica a menudo privación material 
y es de carácter más crónico que hace una década. 

El porcentaje de menores cuyas viviendas están en malas condiciones de ha-
bitabilidad es menor en España que en dos tercios de los países de la UE. El 
porcentaje de menores cuya asistencia sanitaria se demora cuando es necesa-
ria es también menor que la media de la UE.

• 

• 

Infancia

resumen ejecutivo
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LA SITUACIÓN EN ESPAÑA

INFANCIA

Una cobertura adecuada de las necesidades sociales 
de los menores de edad, personas entre 0 y 17 años, es 
clave para el desarrollo social de un país. Estas nece-
sidades están estrechamente ligadas tanto al bienes-
tar económico y material como a la salud, el acceso a 
la vivienda o la educación.  Para su análisis se han se-
leccionado una batería de indicadores de cada dimen-
sión, teniendo en cuenta que la educación se analizó 
en otro informe anterior centrado en esa dimensión. 

Los indicadores que utilizamos ahora miden la inci-
dencia, la intensidad y el grado de cronicidad del ries-
go de pobreza de los menores, la cobertura de la nece-
sidad de empleo digno de sus padres y, en general, las 
condiciones de vida en su familia en cuanto al confort 
de la vivienda que ocupan y a su salud, es decir, a su es-
tilo de vida y a sus posibilidades para acceder a la asis-
tencia médica que necesitan. 

la situación en españa
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la situación en españa

Indicadores de necesidades sociales de los niños
por dimensiones del bienestar

Pobreza laboral:
% de niños (0-17 años) que viven en un hogar en el que 
a pesar de que hay una o más personas con empleo la 
renta disponible del hogar está por debajo del umbral de 
la pobreza.
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Riesgo de pobreza monetaria:
 % de niños (0-17 años) que viven en un hogar cuya renta 
disponible está por debajo del umbral de la pobreza.
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Pobreza consistente:
% de niños (0-17 años) que viven en un hogar cuya renta 
disponible está por debajo del umbral de la pobreza y 
sufren privación material.
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Riesgo de pobreza crónica:
% de niños (0-17 años) que viven en un hogar cuya renta 
disponible está por debajo del umbral de la pobreza 
durante 3 años consecutivos.
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Sin empleo en el hogar:
% de niños (0-17 años) que viven en un hogar en el que 
ninguno de los activos está empleado.
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Malas condiciones de la vivienda:
% de niños (0-17 años) cuyas viviendas sufren alguno de 
los siguientes problemas: tienen goteras, humedades o 
podredumbre, tienen escasez de luz natural, carecen de 
baño o ducha en el interior de la vivienda, o carecen de 
inodoro.

0%

10%

20%

30%

40%

2004 2004

05

2006

2009

2006

2006

06

2010 2010

2010

2010

2014 2014

2014 2016

2014 2018

21,2

20,1

26,6

25,1

27,0

26,2

29,5

29,3
14,9

14,1

20,1

19,0

18,5
12,3

7,88,0

2,9 2,5 7,6
10,2

6,1

11,6

6,8
8,8 8,7

18,2

12,0 12,7 11,6

8,6
10,8

6,4

9,0



7

Fuente:
Elaboración propia con datos procedentes de ECV, EPA
y ENSE/EHIS.

Nota:
La capacidad de pago se mide detrayendo del gasto total del hogar 
el gasto básico estándar en alimentación, energía y vivienda.

Demora excesiva o falta de asistencia 
médica por listas de espera:
% de niños (sólo 15, 16 y 17 años) con necesidad de 
atención médica que consideran que alguna vez, en los 
últimos doce meses, recibieron tarde o no recibieron 
asistencia médica debido a listas de espera.

Falta de confort térmico:
% de niños (0-17 años) que viven en hogares que no 
pueden permitirse mantener la vivienda caliente durante 
los meses de invierno.
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Obesidad:
% de niños (0-17 años) con un índice de masa corporal 
superior a 30 Kg/m2.
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Sedentarismo:
% de niños (0-17 años) que declaran que no hacen ningún 
ejercicio físico en su tiempo libre.
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Consumo insuficiente de frutas y verduras:
% de niños (0-17 años) que no consumen frutas y 
verduras a diario.

Gasto sanitario catastrófico:
% de niños del primer quintil cuyo gasto sanitario supera 
el 40% de su capacidad de pago*.
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Bienestar económico y material
y Mercado de trabajo

La información que ofrecen estos indicadores deja po-
cas dudas sobre los problemas que sufren los niños en 
España. Las tasas de riesgo de pobreza infantil tanto 
antes como durante la recesión fueron muy superiores 
a las del conjunto de la población (Ayala et al., 2006; 
Ayllón, 2017). Esas tasas ya eran altas antes de la crisis y 
la Gran Recesión no hizo sino exacerbar esa tendencia. 
Las diferencias alcanzaron su punto más alto en 2010 y 
se han reducido desde entonces, pero en la actualidad 
todavía existe una importante diferencia entre la tasa 
de riesgo de la población general (21,5%) y la de los me-
nores de edad (26,8%).

En cualquier sociedad desarrollada, los niveles de po-
breza y exclusión social de la infancia ilustran las ca-
rencias de bienestar de una parte importante de la po-
blación: las familias con hijos. La literatura económica 
y sociológica es muy clara: las carencias vividas en la in-
fancia se convierten en desigualdad de oportunidades 
en la vida adulta. Los menores que crecen en familias 
pobres tienen una mayor probabilidad de tener una po-
sición social de desventaja, tanto en lo que se refiere al 
nivel educativo, la calidad del empleo, el nivel de salud 
o la situación social en general.

Además, los indicadores sobre pobreza consistente y 
pobreza crónica apuntan a que, desde 2010, la pobreza 
monetaria de los menores de edad se combina más a 
menudo con privación material y a que en los últimos 
años se está cronificando. En 2017 casi dos de cada diez 
menores lleva tres o más años en situación de pobreza, 
lo que le sucede a poco más de una de cada diez perso-
nas que viven en España. Hay mucha evidencia empíri-
ca que concluye que, si la pobreza es intensa y durade-
ra, el entorno familiar se deteriora y los adultos dedican 
menos tiempo y recursos a los niños, lo que inevitable-
mente reduce su futuro capital social (Magnuson and 
Votruba-Drzal, 2009). Así, la pobreza y la exclusión 
social consistente y persistente que sufran los niños 
de hoy será uno de los determinantes del progreso de 
nuestra sociedad a lo largo de las próximas décadas.

La incidencia de la pobreza infantil en un territorio y 
sus cambios a lo largo del tiempo no es una realidad 
inevitable, sino el resultado de la compleja interacción 
entre distintos factores económicos, demográficos y 

sociales. Entre los elementos relacionados con la inter-
vención pública, el diseño y la intensidad protectora de 
las políticas de transferencias monetarias desempeña 
un papel esencial. El drástico aumento del desempleo, 
especialmente entre los jóvenes en edad de tener hijos, 
y el crecimiento de la desigualdad de la renta fueron las 
principales consecuencias sociales del cambio de ciclo 
económico en España. Si se unen tales problemas a la 
alta prevalencia del empleo de bajos salarios entre los 
más jóvenes y la dimensión de las deudas hipotecarias 
de muchas familias de mediana edad afectadas por el 
aumento de los precios de la vivienda, no es difícil en-
tender por qué muchas familias españolas, especial-
mente las que tienen hijos, encuentran serias dificulta-
des para mantener un nivel de vida digno.

Como han subrayado varios análisis especializados, el 
aumento de la pobreza en España está ligado a las repe-
tidas tasas negativas de crecimiento de su renta que ha 
venido soportando la mitad más pobre de la población 
desde el comienzo de la crisis económica. La primera 
de las razones para este desplome de los ingresos de los 
hogares más vulnerables tiene que ver con los profun-
dos cambios en la estructura distributiva de las rentas 
de mercado como consecuencia del potente aumento 
del desempleo y de la precariedad laboral. La segunda 
es la ausencia de políticas públicas de mantenimiento 
de rentas que proporcionen unos niveles mínimos de 
ingresos cuando el desempleo se manifiesta de forma 
particularmente intensa.

Los datos disponibles muestran que la incidencia de 
la pobreza laboral de los hogares con niños es mayor 
que en otro tipo de hogares. Aproximadamente, dos de 
cada diez menores viven en hogares que sufren pobre-
za laboral: a pesar de que hay ocupados en el hogar, su 
renta disponible es inferior al umbral de pobreza. Eso 
le sucedía a poco más de dos de cada veinte personas 
de la población total en 2004 y a tres de cada veinte en 
2017. Aunque la pobreza laboral entre los hogares con 
menores creció con la recesión, la brecha entre la po-
breza laboral de los niños y la población general se está 
reduciendo y hoy es la mitad de lo que era en 2004. 

la situación en españa
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Vivienda Salud y hábitos de vida

En cuanto a la cobertura relacionada con las necesi-
dades sociales ligadas a la vivienda, una primera ne-
cesidad fundamental para el desarrollo de la vida de 
los niños es que su vivienda sea digna, reuniendo las 
mínimas condiciones para poder vivir en ella de forma 
adecuada. Las instalaciones sanitarias básicas de la 
vivienda, baño o ducha e inodoro, son prácticamente 
universales en los hogares españoles, constituyendo en 
lo esencial una necesidad básica cubierta casi por com-
pleto. Otros problemas de la vivienda relacionados con 
deficiencias estructurales o con un mantenimiento in-
adecuado, como las humedades y las goteras, o la esca-
sez de luz natural, afectan, en cambio, a más gente. En 
cualquier caso, el retrato que ofrecen estos indicado-
res para los menores de edad se caracteriza porque las 
condiciones de la vivienda que ocupan los niños no son 
peores que las de la población en general. En España, 
además, estas condiciones han mejorado en la última 
década, con progresos apreciables en los últimos años.
Como en el caso de las condiciones de la vivienda, no 
se observa un efecto diferencial en el riesgo de pobreza 
energética de los menores de edad respecto a la pobla-
ción total, con uno de cada diez menores viviendo en 
hogares que no pueden permitirse mantener la vivien-
da caliente durante el invierno.

Para completar el cuadro, otro ámbito relacionado con 
las necesidades sociales de los niños es el funciona-
miento del sistema sanitario, con dos indicadores clave 
para medir su impacto: la cobertura de la necesidad de 
asistencia médica, medida por el porcentaje de meno-
res que la recibieron tarde o no la recibieron debido a 
listas de espera, y el porcentaje de menores pobres cuya 
asistencia sanitaria supone un gasto sanitario muy alto 
respecto a la capacidad de pago de su familia. Los re-
sultados indican que la demora en la asistencia es algo 
menor en los menores de edad que en la población en 
general, aunque desde 2014 ha habido un aumento ge-
neralizado de los casos de demora en la asistencia sa-
nitaria. Este resultado positivo contrasta con otro algo 
menos esperanzador que es que el porcentaje de me-
nores de familias modestas cuyos hogares tienen gastos 
sanitarios excesivos respecto a su capacidad económi-
ca es mayor que el de la población total. Desde 2006 
hasta la actualidad, la incidencia de este problema ha 
aumentado casi un 40% en toda la población.

Respecto a los hábitos de vida, pese a que en los últi-
mos años en la población en general ha disminuido el 
sedentarismo y ha aumentado el consumo de frutas y 
verduras, es preocupante que las tendencias en ambos 
indicadores en los niños sean justo las contrarias: au-
menta el sedentarismo y disminuye el consumo de fru-
tas y verduras. Como consecuencia, y aunque aún no 
es una realidad generalizada, cabría esperar una mayor 
prevalencia de la obesidad entre los menores, lo que 
puede convertirse en un serio problema de salud públi-
ca en el futuro.

la situación en españa
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¿QUÉ AYUDAS ECONÓMICAS POR HIJO TENEMOS EN ESPAÑA?
¿Y EN OTROS PAÍSES EUROPEOS?

Dos de las características clave del sistema 
español de prestaciones e impuestos son el 
considerable peso redistributivo de las pen-
siones contributivas y la gran debilidad de 
las prestaciones condicionadas por renta y, 
más en particular, las de carácter familiar 
(Cantó, 2013, 2014). El peso de las políticas 
familiares en el conjunto de las políticas so-
ciales en España ha sido tradicionalmente 
muy bajo y a comienzos de este siglo los re-
cursos que se destinaban no llegaban ni a la 
mitad de lo que dedicaban otros países de la 
eurozona.  En todo caso, no sólo es relevan-
te el nivel del gasto en políticas familiares, si-
no cómo se organiza el sistema de prestacio-
nes y deducciones impositivas. Las políticas 
familiares de carácter monetario en España 
consisten, básicamente, en desgravaciones 
fiscales estatales y autonómicas, las rentas 
mínimas de las Comunidades Autónomas 
y algunas prestaciones monetarias por hi-
jo con límite de renta. Los trabajos que han 
analizado la relevancia económica de las di-
ferentes políticas familiares de carácter mo-
netario en España muestran que la política 
de mayor peso económico son las desgrava-
ciones por hijo en el impuesto sobre la ren-
ta y no, como se podría pensar, las prestacio-
nes monetarias (Cantó y Ayala, 2014). Como 
consecuencia, y dado que una parte impor-

tante de los hogares situados por debajo del 
umbral de la pobreza están exentos de tribu-
tación en el impuesto, estas desgravaciones 
no contribuyen a reducir la pobreza infan-
til. Por el lado de las prestaciones moneta-
rias, el sistema estatal está dominado por las 
prestaciones contributivas ligadas al emba-
razo y la maternidad o paternidad y el cuida-
do de hijos de 0 a 3 años, junto con una pres-
tación no contributiva por hijo a cargo que, 
más que estar dirigida a reducir la tasa de 
pobreza infantil, se ocupa de cubrir las ne-
cesidades de las familias con hijos con dis-
capacidad. España se coloca a la cola de las 
prestaciones por hijo en los países de la UE. 
La prestación por hijo a cargo tiene un presu-
puesto en 2019 de algo más de 500 millones 
de euros para menores sin discapacidad. La 
pueden recibir aquellos menores que viven 
en hogares con ingresos muy bajos (unos 
12.700 euros anuales para hogares con un 
menor dependiente) y su cuantía anual por 
menor es muy pequeña (341 euros anuales, 
excepto si la renta familiar es muy baja que 
sube a 588 euros anuales). Esta política llegó 
a 1,3 millones de menores sin discapacidad 
en 2017, alrededor de un 17 por ciento de to-
dos los menores de edad, pero la cuantía es 
tan baja que su capacidad para reducir la po-
breza infantil resulta muy limitada.  

la situación en españa
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Figura 2: ¿Cuál es la cuantía de las prestaciones por hijo en España y en los países de la UE?
Cuantía mensual, en euros, de las prestaciones por hijo universales o condicionadas por ingresos.
Las primeras las reciben todos los menores por el mero hecho de serlo y las segundas las reciben
sólo aquellos cuyas rentas familiares están por debajo de un determinado umbral de ingresos fijado
por la Administración. En Paridad de Poder Adquisitivo (€), 2017.

¿QUÉ AYUDAS ECONÓMICAS POR HIJO TENEMOS EN ESPAÑA?
¿Y EN OTROS PAÍSES EUROPEOS?

El resto del sistema de prestaciones fami-
liares está muy fragmentado en distintas 
políticas de pagos por nacimiento o adop-
ción y otras reguladas desde las Comu-
nidades Autónomas. Estas últimas, aun-
que experimentaron un cierto auge hasta 

2010 y tuvieron cierta relevancia en tér-
minos del número de perceptores en Co-
munidades como Cataluña, Asturias o 
Cantabria, fueron eliminadas o drástica-
mente recortadas durante la crisis (Can-
tó et al., 2014).

Nota:
Calculado como la prestación máxima a percibir para hogares 
con un único menor de edad. En Francia, la prestación es la que 
corresponde a hogares con dos menores a cargo. 

Nota:
En Eslovenia incluimos la cuantía que recibe un hogar aproxima-
damente en la mediana de la distribución, quinto decil 5. Los dos 
últimos deciles no reciben prestación. En España, la prestación 
alcanza los 49€ (53,4 en PPA) para menores en pobreza extrema.

Fuente:
MISSOC y Country Reports EUROMOD H 1.0+.
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LA SITUACIÓN EN EUROPA

La cobertura de las necesidades sociales de los meno-
res de edad en España presenta algunas diferencias re-
levantes respecto a otros Estados miembros de la Unión 
Europea. En general, estas diferencias tienen más que 
ver con las dimensiones de bienestar económico y ma-
terial y la situación laboral de los adultos de su hogar 
que con las condiciones de la vivienda y la salud. 

Los niños en España sufren un mayor grado de pobre-
za consistente que la media de los niños que viven en 
la Unión Europea. Casi un 13% de los menores españo-
les viven en hogares con ingresos por debajo del um-
bral de la pobreza y sufren privación material. España 
se coloca a la cola de los países europeos, sólo con me-
jores resultados que Lituania, Grecia, Rumanía y Bul-
garia. La situación laboral de los adultos que conviven 
con menores de edad también es peor en España que 
en la media de los países de la UE.

Casi el 22% de los menores que viven en España lo ha-
cen en hogares que sufren pobreza laboral, mientras 
que la media europea es del 15%. España se coloca 
prácticamente en el último puesto del ranking en este 
aspecto, sólo por delante de Rumanía, donde la tasa es 
mucho mayor (28%).

A diferencia de las dimensiones anteriores, en el caso 
de las condiciones de la vivienda, España está entre los 
ocho países de la Unión Europea donde el porcentaje de 
menores cuyas viviendas sufren problemas de habitabi-
lidad es menor. En la media de la UE, dos de cada diez 
niños viven en un hogar con esos problemas, mientras 
que en España sólo 1,5 de cada diez niños lo sufren.

De igual modo, España se sitúa en una buena posición en 
cuanto a la demora de asistencia médica a los menores 
que la necesitan, con 1 de cada 10 no atendidos (o atendi-
dos tarde) por las listas de espera, cifra que está por deba-
jo de la media de los países de la Unión Europea.

la situación en europa
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Figura 3. Infancia: posición de España en el ranking
de necesidades sociales de la Unión Europea (28 países)

Fuente:
Elaboración propia con datos procedentes de EU-SILC.

Nota:
Se elige el año más cercano a 2017 cuando el indicador no está disponible para
ese año. a) dato para 2014. La media europea en el caso del indicador de demora
excesiva está calculada con 26 países, sin Francia ni Bélgica.
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POLÍTICAS PÚBLICAS

La cobertura de las necesidades sociales en un territo-
rio es el resultado de la interacción entre factores eco-
nómicos, demográficos y sociales y todo el conjunto 
de políticas de intervención pública. En relación con 
los factores económicos, los objetivos de la Estrate-
gia Europea para el empleo han subrayado la necesi-
dad de promover la igualdad de oportunidades en los 
países de la UE, para lo que se ha propuesto incremen-
tar la participación de padres y madres en el mercado 
de trabajo a través de mejoras en las posibilidades de 
conciliación laboral y familiar. En este sentido muchos 
países disponen de políticas de reducción del coste de 
crianza de los hijos a través de reducciones impositi-
vas, prestaciones monetarias o sistemas de cuidados 
infantiles de carácter público para las familias.

Las políticas de intervención pública se canalizan 
esencialmente a través de dos vías de acción: la polí-
tica fiscal y la política de gasto social. Sobre el bienes-
tar infantil inciden al mismo tiempo tanto las políticas 
fiscales y de gastos específicas para las familias como 
todo el conjunto de las políticas del sistema de presta-
ciones e impuestos, como las pensiones de jubilación 
o las prestaciones por desempleo. Su diseño y la inten-
sidad protectora desempeñan un papel esencial.

El peso de las políticas familiares en nuestro país en el 
total de las políticas públicas ha sido tradicionalmen-
te muy bajo y al comienzo de este siglo no suponía si-
quiera ni la mitad de lo que dedicaban otros países de 

la eurozona. Estas políticas se desarrollaron duran-
te la dictadura a partir del papel prominente de la fa-
milia en la sociedad de la época y sus cuantías perma-

Fuente:
Eurostat Database.

Figura 4. Gasto en familia e infancia, en % del PIB. 2015

Grecia
Malta

Lituania
Países Bajos

Portugal
Irlanda

España
Chipre

Rumanía
Rep. Checa

Letonia
Eslovaquia

Eslovenia
Bulgaria
Croacia

Italia
Bélgica
Estonia

Hungría
Francia
Polonia

Reino Unido
Austria
Suecia

Finlandia
Alemania

Luxemburgo
Dinamarca

0% 1% 2% 3%

políticas públicas



15

necieron en gran medida desactualizadas durante los 
primeros años de la democracia hasta que en 1990 se 
introdujo una prestación por hijo no ligada al empleo 
de un adulto del hogar: la Prestación por Hijo a Cargo 
(PHC). Esta prestación utiliza un baremo de renta pa-
ra seleccionar a los hogares perceptores y va dirigida 
fundamentalmente a aliviar las dificultades económi-
cas de las familias con menores dependientes o con al-
guna discapacidad y con muy pocos recursos.

Esta prestación no supuso un cambio significativo en la 
economía de las familias pobres con menores porque, 
aunque el límite de renta fijado no era excesivamen-
te bajo, la cuantía de la prestación era muy pequeña. 
Además, en los años siguientes los baremos de renta 
no se actualizaron con el Índice de Precios al Consu-
mo (IPC), por lo que solo experimentaron pequeños 
aumentos entre 1991 y 1995. Todo ello hizo que las po-
líticas familiares fueran esencialmente insignificantes 
como mecanismo de solidaridad social en nuestro país 
hasta finales del siglo pasado. Después, durante la pri-
mera década de este siglo evolucionaron en paralelo a 
la trayectoria general del resto de las políticas públicas 
de carácter monetario.

El peso de las políticas públicas dirigidas a la infancia 
en la UE es muy heterogéneo y también su impacto so-
bre la pobreza del colectivo, lo que no resulta ajeno a 
las diferentes tipologías de Estados de bienestar vi-
gentes en los países del continente. España se encuen-
tra a la cola en gasto en familia e infancia como por-
centaje del PIB entre los países de la Unión Europea. 
En 2015 (Figura 4) el gasto apenas llegaba a un 1,3% 
del Producto Interior Bruto (PIB), mientras que la me-
dia de los países de la Unión Europea alcanzaba un 2%, 
un 52% más.

La evidencia que ofrecen los trabajos que han analiza-
do las políticas familiares en España muestra que las 
políticas más potentes y de mayor peso económico son 
las desgravaciones fiscales por hijo y las prestaciones 
por maternidad/paternidad, que cubren los salarios de 
periodos de permiso laboral tras el nacimiento de un 
hijo. Las desgravaciones fiscales suponen deducciones 
en la cuota por diferentes circunstancias familiares y 
algunas difieren según la comunidad autónoma en la 
que se tribute. Otras deducciones en la cuota están re-
lacionadas con la adopción, el parto múltiple, el cuida-
do de los hijos, o el nacimiento de segundos o terceros 
hijos o algunos gastos escolares. El peso económico de 

estas deducciones difiere de forma significativa por 
comunidades autónomas y, en general, es pequeño. 
No cabe esperar que los mínimos familiares o las des-
gravaciones fiscales tengan un efecto relevante en la 
reducción de la pobreza, ya que una parte importante 
de los hogares por debajo del umbral están exentos de 
tributar en el impuesto.

Como señalan Cantó y Ayala (2014), la prestación por 
hijo a cargo tiene un presupuesto mucho más limitado 
que las desgravaciones fiscales y, sobre todo, cubre las 
necesidades de aquellas con hijos menores o mayores 
de 18 años con alguna discapacidad. El resto del siste-
ma de prestaciones está muy fragmentado en distintas 
políticas de pagos por nacimiento o adopción y otras re-
guladas desde las comunidades autónomas. Estas últi-
mas prestaciones, aunque experimentaron un cierto 
auge hasta 2010 y tuvieron relevancia en términos del 
número de perceptores en comunidades como Catalu-
ña, Asturias o Cantabria, fueron eliminadas o severa-
mente recortadas durante la crisis (Cantó et al., 2014).

En contraste con lo que sucede en España, una de las 
políticas familiares más generalizadas en Europa es la 
prestación universal por hijo (Levy et al., 2013). Esta po-
lítica, con distintos grados de generosidad económica, 
está vigente en 17 países de la UE. Los países que care-
cen de ella son, precisamente, los del sur de Europa, y al-
gunos países del este. En España este tipo de prestación 
(de carácter universal por nacimiento) solo estuvo vi-
gente desde julio de 2007 a enero de 2011 y la recibieron 
unas 450.000 familias. En 2009 el coste total de esta po-
lítica se acercó a lo que ese mismo año suponía la presta-
ción por hijo a cargo (unos 1.120 millones de euros).

Las políticas familiares tienen un efecto redistributivo 
muy limitado en nuestro país por su poco peso econó-
mico sobre la renta bruta de las familias. Es decir, no es 
que la prestación por hijo a cargo (PHC) no sea suficien-
temente progresiva y no llegue a los que más la necesi-
tan, sino que su cuantía es tan baja que cobrarla no cam-
bia significativamente el poder adquisitivo de la familia.

Una posible referencia para la mejora del sistema es 
la citada prestación universal por hijo, vigente en una 
amplia mayoría de países europeos. Es un pago men-
sual a lo largo de la vida del menor hasta los 18 años, 
aunque un tercio de los países fijan la edad límite en 
los 16 años y en algún caso aislado la percepción se 
puede prolongar hasta los 20 años. Además, casi todos 
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los países con sistemas universales alargan el período 
de cobro si se realizan estudios posteriores al plazo fi-
jado, con cifras bastante heterogéneas (entre los 19 y 
los 27 años) y en muchos de ellos no hay límite de edad 
si los hijos están incapacitados para la actividad labo-
ral, lo que en el caso de España se cubre con la presta-
ción con hijo a cargo por discapacidad. En la mayoría 
de los países de la UE –más de dos tercios– la presta-
ción no varía en ninguna medida con la renta, aunque 
sí lo hace con la edad de cada hijo y con su número. Fi-
nalmente, hay países que también reconocen la nece-
sidad especial de protección de familias en situación 
de desempleo como criterio para aumentar la presta-
ción general, aunque esto sucede en menor medida 
que la consideración de la monoparentalidad como 
riesgo añadido.

Son varias las preguntas sobre el posible efecto de una 
prestación de este tipo en España, como el modo en 
que afectaría a la pobreza infantil la introducción de 
una prestación universal por hijo similar a la de otros 
países europeos, su posible coste o el impacto sobre 
otras dimensiones distintas de la monetaria. Empe-
zando por el final, la implantación de este tipo de po-
líticas universales por hijo puede tener un efecto posi-
tivo sobre las tasas de fecundidad (Gauthier, 2007), un 
impacto negativo sobre la tasa de participación laboral 
femenina (Schirle, 2015) y también puede influir en las 
decisiones sobre el disfrute de permisos de materni-
dad o paternidad (González, 2013). En general, la lite-
ratura concluye que los efectos de aumento de la fecun-
didad y reducción de la oferta laboral en los primeros 
meses de vida del niño se producen en muchos paí-
ses, pero son relativamente pequeños. En el caso espa-
ñol, González (2013) concluyó que la introducción una 
prestación universal de pago único en 2007 aumentó 
efectivamente la fecundidad en nuestro país al redu-
cir el número de abortos. También hizo que aumenta-
se el número de madres que alargaron su permiso de 
maternidad y, por tanto, el tiempo que los recién naci-
dos pasaron con sus madres en el primer año de vida, lo 
que, por un lado, podría haber tenido efectos positivos 
sobre las habilidades cognitivas de los menores, pero 
también podría haber tenido algún efecto negativo en 
las posibilidades de retorno de las madres al empleo.

En cuanto a la capacidad de reducir la pobreza infan-
til, el estudio de Cantó y Ayala (2014) ofrece algunas 
pistas a partir de una simulación sobre la implantación 
de una prestación universal diseñada como un pago 

mensual de 100 euros por hijo, una cuantía media en 
el contexto europeo. Los resultados indican que una 
prestación universal de ese tipo tendría un gran poten-
cial para reducir la tasa de pobreza: un 18% la infantil 
y un 7% la adulta. En 2014 esto hubiera supuesto que 
la tasa de pobreza infantil española se redujese 5 pun-
tos porcentuales y llegase a su nivel más bajo desde el 
2004 y, en términos absolutos, que más de 450.000 
niños y 550.000 adultos hubieran salido de la pobre-
za. Además, la prestación reduciría significativamen-
te la tasa de pobreza de los hogares monoparentales y 
de las familias numerosas y limitaría la desigualdad de 
rentas entre menores, rebajando en diez puntos por-
centuales la distancia entre la renta disponible de los 
que tienen renta más alta y los que la tienen más ba-
ja. La inversión necesaria para implementar una polí-
tica de este tipo era, según los cálculos de 2014, unos 
9.400 millones de euros en 2014, un 2% del gasto pú-
blico español en aquel momento o un 3,5% del total del 
gasto en protección social. Su implementación hubie-
ra aumentado en un 60% el gasto en la función “fami-
lia e infancia” hasta un 2,3% del PIB, acercando la cifra 
al promedio de la Unión Europea. Para financiar esa 
abultada inversión anual se podrían sugerir distintas 
alternativas, destacando entre ellas que la prestación 
fuese tributable, lo que la haría más progresiva y redu-
ciría su coste para las arcas públicas.
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